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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 312/2024-1
RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********

AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ. 

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., veintitrés de septiembre de dos mil veinticuatro.


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 312/2024-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del diecinueve de marzo de dos mil veinticuatro, se tuvo a**********demandando por derecho propio, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

Autoridad demandada:

- Supuesto Policía de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, María de la Luz Zapata Parga.       
Tercer Interesado: Grúas y Pensión Libertad
Acto que se impugna.- “La boletas de infracción con número de folio BB 129777 y BB 129778, **********

Fecha de conocimiento del acto impugnado**********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las nueve horas del veintisiete de agosto el presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al de contestación, al escrito de ampliación de demanda, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia de los actos impugnados, de lo que se tiene que los actores precisan como tales los señalados en el Resultando Primero de esta resolución. 
En ese sentido, la existencia de dichos actos se acredita con los   documentos visibles a foja **********de este expediente, mismos que adquieren valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documentos públicos emitidos por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales.  
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda ********** demandando por su propio derecho la nulidad de los actos y en contra de la autoridad ya señalada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en los actos impugnados, se indica como infractor al aquí impetrante**********, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

Así mismo, dichos actos también se encuentran dirigidos a quien resulte propietario **********sin que ello se encuentre justificado por lo siguiente:
En su escrito original de demanda de nulidad, la actora se ostentó como propietaria del vehículo en mención y con el que se cometieron las infracciones contenidas en los actos que se impugnan.

Para efectos de acreditar dicha propiedad aportó como medio de prueba copia certificada de la ********** del expediente en que se actúa, a la que al ser un documento privado y a juicio de esta resolutora, se le otorga valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 75 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y con la que se acredita que, la persona moral DALTON AUTOMOTORES S. DE R.L, DE C.V., expidió a favor de **********
En la parte reversa de dicha factura se observa un texto con la siguiente leyenda:

“Cedo los derechos de la presente factura a favor de **********
Un segundo texto de observa con la leyenda:

**********

En la parte que interesa al asunto que nos ocupa, se advierte que la hoy actora pretende justificar que el vehículo en cita es de su propiedad.


Sin embargo, no se aprecia como tal, una cesión de derechos de la presente factura a favor de la actora por parte del **********

Además, suponiendo sin conceder que se hayan querido ceder tales derechos de vehículo en cita a favor de la actora ********** no existe documento alguno con el que se acredite que el **********, se encuentre facultado para ceder tales derechos a favor de la actora.

 
Aunado a lo anterior, no se advierte a partir de qué fecha fueron cedidos tales derechos a favor de la hoy actora.


Por otro lado, de la simple lectura que se efectúe a la certificación hecha por el Notario, se desprende lo que a continuación se trascribe:

“QUE EL PRESENTE DOCUMENTO QUE CONSTA DE TRES FOJAS ÚTILES, DOS IMPRESAS POR AMBAS CARAS Y UNA POR SU ANVERSO, ES COPIA FOTOSTÁTICA QUE CONCUERDA FIELMENTE CON SU ORIGINAL QUE DOY FE TENER A LA VISTA Y AL CUAL ME REMITIO PARA SU COTEJO DEVOLVIENDOLO AL SOLICITANTE.

HAGO CONSTAR QUE COPIA DEL MISMO DOCUMENTO SE AGREGA AL APÉNDICE DE ESTA CERTIFICACIÓN SOLO ACREDITA LA IDENTIDAD DE LAS COPIAS CERTIFICADAS COTEJADAS CON EL DOCUMENTO EXHIBIDO SIN CALIFICAR SOBRE LA AUTENTICIDAD VALIDEZ O LICITUD DE ESTE.”    


De lo anterior, es claro advertir que dicha certificación no tiene más efectos que los de acreditar la identidad de lo cotejado de tres documentos, sin especificar en forma directa que se haya cotejado la factura a que se alude con el documento original.


Además, no se calificó sobre la autenticidad de su contendido, su validéz o la licitud de dicho documento.


En esas condiciones, esta resolutora determina que tal endoso es insuficiente para tener por legalmente realizada la supuesta cesión de derechos que realizó el ********** a favor del hoy actora y comprobar precisamente que, en la fecha del levantamiento de la boleta de infracción, el vehículo se encontraba en su esfera jurídica con el carácter que pretende se le reconozca, esto es, como propietaria del mismo.


En este caso, la transmisión de la propiedad del vehículo vía endoso, puede resultar suficiente para otorgarle fecha cierta, siempre y cuando se haya registrado ante la Oficina Recaudadora correspondiente, previo pago de derechos, a fin de que surta efectos contra terceros, sin que en la especie se acrediten dichos extremos. 

Sirve de apoyo a lo anterior los siguientes criterios que se consideran aplicables al caso que nos ocupa y que señalan lo siguiente:
 

“FACTURAS DE VEHÍCULOS. FECHA CIERTA DEL "ENDOSO" CONTENIDO EN ELLAS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).

El artículo 111 de la Ley de Hacienda del Estado de Nuevo León establece las reglas para la recaudación del impuesto sobre enajenación de automóviles, camiones y demás vehículos de motor, y precisamente en su fracción II indica que la oficina recaudadora, al efectuar el cobro del impuesto, expedirá el comprobante respectivo y sellará la factura o comprobante que ampare la propiedad del vehículo materia de la operación; de donde se sigue que para el pago de ese impuesto es necesario presentar la factura o el comprobante de propiedad respectivo. Ahora bien, si en autos aparece un recibo de pago identificado con determinado número, en el que se lee la denominación de la autoridad recaudadora, así como la declaración de diversos gravámenes, y de ese documento aparece que en determinada fecha la ahora quejosa realizó ante esa dependencia, en relación con el automotor descrito en la factura que obra en autos, el pago de esos gravámenes y el del impuesto sobre enajenación de automóviles, camiones y demás vehículos de motor, resulta inconcuso que desde el día en que se realizó dicho pago de impuestos, el endoso contenido en la factura de que se trata, hecho en favor de la quejosa, adquirió fecha cierta; máxime que enseguida de dicho endoso aparece puesto el sello de la mencionada autoridad, lo que corrobora la presentación de tal documento ante un funcionario público por razón de su oficio.


En esas condiciones la hoy actora Irene Rodríguez Zuñiga, no cuenta con interés jurídico para demandar en el presente juicio de nulidad.
 Tocante a la legitimación de la autoridad demandada la misma, se encuentra acreditada en este juicio, conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos el nombramiento que la acredita como tal, según documento visible a foja 48 de este expediente.
En cuanto al Tercer Interesado Grúas y Pensión Libertad, mediante auto del doce de abril de este año, se le tuvo por apersonándose a juicio. 


CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que el caso que nos ocupa encuadra en las hipótesis previstas y señaladas en los artículos 24 fracción I, inciso a), 28 fracción VI y 29 fracción V del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que al respecto señalan lo siguiente:  

“ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

I . De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:

a)  Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.
“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: 

VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro.” 

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado.”

Veamos, la autoridad demandada Policía Vial una vez que emitió su contestación de demanda de nulidad, manifestó que las Boletas de Infracción que se impugnan, se emitieron el primero de enero de 2024, por el motivo de “PARTICIPAR EN HECHOS DE TRÁNSITO Y CAUSAR DAÑOS, INTENO DE FUGA, FALTA DE LICENCIA PARA CONDUCIR, FALTA DE TARJETA DE CIRCULACIÓN Y MANEJAR EN ESTADO DE EBRIEDAD”, esta última infracción dice que se comprueba con el ********** en el que se aprecia claramente que el **********se encontraba en evidente estado de ebriedad quien dijo llamarse **********
Que ********** de servicio de seguridad y vigilancia, se percató de dos vehículos colisionados uno marca **********
Que al entablar dialogo con ********** se  percató que emitía aliento etílico, por lo que fue presentado ante el médico legista Norberto Homero Lara Acosta, quien le realizó el **********procediendo entonces a la elaboración de las Boletas de Infracción BB 129777 y BB 129778, ambas de **********
Para efectos de acreditar lo anterior aportó entre otras pruebas la citadas Boletas de Infracción así como el **********, documentos que se encuentran agregados en autos a fojas ********** del expediente en que se actúa y a los que se les concede valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Con los primeros de los mencionados se acredita que el pasado ********** el Policía Vial emitió las Boletas de Infracción BB 129777 y BB 129778, ambas de fecha **********”, por el motivo de “PARTICIPAR EN HECHOS DE TRÁNSITO Y CAUSAR DAÑOS, INTENO DE FUGA, FALTA DE LICENCIA PARA CONDUCIR, FALTA DE TARJETA DE CIRCULACIÓN Y MANEJAR EN ESTADO DE EBRIEDAD”, imputable al actor ********** acreditando además que los actos en mención, le fueron  debidamente notificado al actor el mismo día de su emisión, puesto que así se advierte en la parte inferior de las citadas Boleta de Infracción en donde aparece la firma del infractor tal y como a continuación se aprecia:

**********

**********

Tales hechos relacionados con la firma plasmada en los actos impugnados, no se encuentra desvirtuado ni combatido por el actor, por lo que tal extremo hace prueba plena en su contra con fundamento en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí. En esa misma fecha, el entonces conductor y hoy actor fue llevado ante el Médico legista Norberto Homero Lara Acosta, quien le realizó un examen médico que quedo registrado en el ********** encontrándolo NO APTO para conducir vehículo motor, presentando ESTADO DE EBRIEDAD, tal y como a continuación de acredita: 
**********
 Con lo anteriormente señalado se acredita de manera fehaciente que el actor tuvo conocimiento del acto impugnado el **********
Lo anterior se confirma aún más con lo manifestado por el propio actor en su escrito original de demanda de nulidad, en el que manifestó de propia voz en el apartado de HECHOS QUE CONSTITUYEN LOS ANTECEDENTES DE LA DEMANDA lo siguiente:

“Bajo protesta de decir verdad manifestamos que los hechos y abstenciones que nos constan y que constitiyen el antecedente de la demanda son los siguientes:

1.- El que suscribe tiene ineres…”

2.- El pasado **********, circulaba conforme al reglamento de tránsito cuando un supuesto policía vial solicta que me detenga, se me acerca y me solicitó los papeles…, diciéndome que despedía aliento alcohólico a lo que me negué rotundamente , sin más trámite me informó que me realizaría las infracciones …” (F.02 VUELTA)  
         Confesión que hace prueba plena en términos del artículo 78 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, en el sentido de que tuvo conocimiento de los actos impugnados el primero de enero de 2024.   

Ahora bien, cabe destacar que desde el escrito de demanda de nulidad, el actor negó lisa y llanamente haber cometido las infracciones contenidas en los actos que se impugnan.

 Para esos efectos y una vez que la demandada emitió su contestación de demanda y en la que anexó las citadas pruebas para acreditar sus manifestaciones, mediante auto del doce de abril de este año, en virtud de que la demandada exhibió las pruebas con las que acreditaba que se cometiron las infracciones contenidas en los actos que se impugnan, se le dio vista al actor para efectos de que ampliara su demanda y se manifestara y desvirtuara las conductas infractoras.

Mediante escrito recibido el ocho de mayo de este año, el actor presentó su ampliación de demanda de nulidad, sin embargo, una vez revisado el contenido del escrito en mención, se advierte que hace valer agravios encaminados a combatir las supuestas conductas infractoras en que incurrió.

Sin embargo, en cuanto a la fecha en que se emitieron los actos en comento y que lo fue **********, no realizó pronunciamiento alguno. 

De la misma manera, en cuanto ********** que le fue realizado el mismo día **********, tampoco se manifestó al respecto, sin pasar por alto que el número del exámen de referencia quedó contenido en las citadas Boletas de Infracción.     

En esas condiciones, esta resulutora considera que subsiste que el **********la autoridad demandada emitió las Boletas de Infracción  BB 129777 y BB 129778 imputables al actor ********** y que en esa misma fecha le fue legalmente notificados los actos en mención. 
Entonces, si el actor tuvo conocimiento de las Boletas de Infracción el pasado ********** el plazo de 30 días comenzó a correr a partir del dia siguiente, esto es, a partir del día 03 de enero de 2024, feneciéndo dicho plazo el 14 de febrero de 2024.

Veamos, los días hábiles fueron el 3, 4, 5, 8, 9, 10, 11, 12, 15, 16, 17, 18, 19, 22, 23, 24, 25, 26, 29, 30 y 31 de enero de 2024, 1,  2, 6, 7, 8 ,9, 12, 13, 14, 15, 16, 19, 20, 21, 22, 23, 26, 27, 28 y 29 de febrero de 2024, 1, 4, 5, 6, 7, 8, 11 y 12 de marzo.
Días inhábiles, 2, 6, 7, 13, 14, 20, 21, 27, 28, enero, 3, 4, 10, 11, 17, 18, 24, 25, febrero, 2, 3, 9 y 10.
Así las cosas se tiene entonces que si la demanda de nulidad se presentó hasta el **********, tal y como así se encuentra acreditado a foja ********** de este expediente, en donde se aprecia en la parte superior derecha el sello oficial de recibida dicha demanda en este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es claro advertir que ya habían transcurrido en exceso el tiempo para haber presentado dicha demanda dentro del plazo que para esos efectos señala el artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, que al respecto dice:

“ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

 I . De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:

a)  Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.”
Lo que se traduce en que el acto en mención, fue consentido desde el momento mismo en que no se combatió dentro del plazo que  señala la ley de la materia.

Así las cosas, el presente caso se ubica en las hipótesis de Improcedencia prevista y señalada por el artículo 228 fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En consecuencia, se procede a decretar el sobreseimiento del presente juicio, ya que el caso que nos ocupa, encuadra en la hipótesis de la fracción V del artículo 229 del Código en mención que dice: 

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado”

En virtud de que esta autoridad ha decretado la procedencia de la causal analizada, cuyo resultado arrojó el Sobreseimiento por los motivos y razones  señalados en los párrafos que anteceden, resulta innecesario el estudio de los argumentos planteados por la parte actora, en razón de que el hacerlo,  no  cambiaría  el  sentido  de  esta decisión, queda sustentado lo anterior por analogía al caso concreto que se deduce, en el criterio  que dice: 

"CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO ASÍ COMO LOS DEMAS AGRAVIOS. Al estimarse que en el juicio de garantías se surte una causal de improcedencia y que debe sobreseerse en el mismo con apoyo en los artículos relativos de la ley de Amparo, resulta innecesario el estudio de las demás que se aleguen en el caso y de los restantes agravios, porque no cambiaría el sentido de la resolución. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO."

Ahora bien, una vez revisadas las constancias de autos del presente expediente, no se advierte una con la que se acredite que la autoridad demandada haya dado cumplimiento a la SUSPENSIÓN con efectos restitutorios que en su momento le fue otorgada al actor, para que se le devolviera el vehículo que fue arrastrado a la pensión como consecuencia de la multa, siempre y cuando garantizara el interés fiscal de manera debida.
En virtud de lo anterior y toda vez que no existe evidencia de que el actor hubiera garantizado el interés fiscal y que por tanto le hubiera sido devuelto el vehículo, queda sin efectos la suspensión concedida.

Por todo lo anteriormente señalado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 24, 228 fracción VI, 229 fracción V, 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

 PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia, de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en el presente juicio, por las razones contenidas en el Considerando Quinto de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado EDUARDO PEREDO GÓMEZ, que autoriza y da fe.-CONSTE.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”

� Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 186263, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: IV.2o.C.21 C, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVI, Agosto de 2002, página 1291, Tipo: Aislada.
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